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Prólogo


El Futuro está en el Centro recoge una tarea política sumamente bien adelantada. El doctor Iván Duque Márquez ha hecho un recorrido nacional de diálogo intenso con la ciudadanía para construir su propuesta de Gobierno, por supuesto a partir de sus convicciones fundamentales, que nos unen en el Centro Democrático. El autor ha sido, además, un magnífico senador. Ambas tareas configuran ese equilibrio entre la democracia representativa y la participativa, requerimiento indispensable para lograr y mantener el valor superior de la política: la credibilidad.


Iván Duque tiene 41 años, y encarna ilusiones y reclamos de las nuevas generaciones. Su solvencia moral es el arma principal para derrotar la corrupción que genera justificada rabia en la opinión. Su competencia profesional, su lucidez y sus convicciones son garantía para cambiar el rumbo de la nación, evitar el camino a Venezuela, al que unos nos llevan por acción y otros por resistencia a modificar lo que vivimos.


Escribo este comentario en un momento de profunda tristeza por el asesinato de policías y vigilantes de la patria. Iván Duque tiene la fortaleza para recuperar el orden público, dirigirlo como presidente, devolver la moral a nuestras Fuerzas Armadas, retirarlas de la justicia de la Farc, exigir para sus integrantes que su único juez sea la justicia penal militar. Su juventud desprevenida y su inclinación al diálogo rescatarán la confianza de los ciudadanos que hoy prefieren pagar extorsión que denunciar. Increíble que, con 70 millones de celulares en manos de los colombianos, se hayan desmontado las redes de cooperantes.


Iván Duque tiene la preparación académica y la firmeza para que nuestra democracia consiga un desempeño sobresaliente en emprendimiento privado y equidad. Para el Centro Democrático la inversión privada es lo único que da sostenibilidad a las políticas sociales, que a su vez son el único validador con fuerza de la iniciativa privada.


Cero corrupción, austeridad en el Estado, adelgazamiento burocrático, y más y mejor salud y educación son nortes de nuestro principio de girar del Estado burocrático que se ha venido imponiendo, a uno que sirva eficazmente a la comunidad.


Colombia, arribando a los 50 millones de habitantes, tiene una economía privada deprimida a pesar del empuje creativo que caracteriza a sus ciudadanos. Rebajar los impuestos, revisar el exceso de regulaciones y dar estabilidad integran un conjunto de alicientes para que el país sea sobresaliente en crecimiento. La estabilidad necesita ingredientes políticos, un gobierno amigo de la economía productiva, normas jurídicas, reformas a los acuerdos con las Farc y aceptación popular. Una sicología colectiva de optimismo se crea con equidad, y en ello jugará un papel muy eficaz el mejoramiento de la remuneración, del salario mínimo, que acompañe la disminución de impuestos.


Menos impuestos con mejores salarios constituye un giro a la polémica entre el mercado, representado por el empresario y el Estado. Aquí es la dupla empresario-trabajador la que se enfrenta al gigantismo burocrático; una visión cristiana, solidaria, de una economía privada vigorosa.


Iván Duque ganó la candidatura presidencial del Centro Democrático en un proceso bello de la democracia. Otros cuatro compañeros participaron en 35 foros de temas especializados, con admirable altura intelectual, son ellos María del Rosario Guerra, Paloma Valencia, Rafael Nieto y Carlos Holmes Trujillo. Al final 6 encuestas dieron como ganador a Iván Duque.


Y otro comentario: ¡Qué mejor experiencia pública que 11 años trabajados en el Banco Interamericano de Desarrollo, en el conocimiento, concepción y aplicación de las mejores políticas para nuestros países!


Este libro refleja parte de ese esfuerzo,


Álvaro Uribe Vélez


Pasto, enero 29 de 2018









Introducción


Durante los últimos tres años he tenido el privilegio de recorrer el país, primero en desarrollo de los talleres Construyendo País y luego como parte de las correrías propias de embarcarme en la titánica tarea de buscar ser el próximo presidente de los colombianos. Además del cariño de la gente, esta experiencia me ha dado la oportunidad de reflexionar sobre las necesidades más sentidas de nuestro país.


Los ciudadanos, así como los periodistas de innumerables medios de comunicación, me han realizado preguntas de todo tipo. Si bien he respondido a todas ellas con claridad y honestidad en su momento, he considerado importante recoger las más frecuentes y relevantes en un solo lugar, con el único fin de permitirles a todos los colombianos, independientemente de su afiliación política, conocer el pensamiento, las preocupaciones y la visión que he venido desarrollado.


El futuro está en el centro consta de dos partes. La primera, corresponde a una serie de preguntas organizadas en siete capítulos que cubren los aspectos más importantes de lo que considero es mi pensamiento. Este es un ejercicio de transparencia intelectual y política, en el que he buscado la brevedad, privilegiando compartir con el lector la filosofía sobre la técnica. El propósito transversal de esta aproximación es transmitir con claridad que no se trata de respuestas o propuestas de izquierda o de derecha, sino de una visión que supera el debate anacrónico de las ideologías y se ocupa de las soluciones, de mirar hacia adelante.


También responde a mi obsesión por construir, de la mano de todos los colombianos, un futuro de esperanza. Todos queremos un país mejor, y es desde ese deseo colectivo que al final de cada capítulo he formulado un manifiesto con las 162 propuestas para pasar las páginas de la impunidad, la informalidad, la politiquería, la inseguridad, la complejidad regulatoria, la inestabilidad jurídica, la corrupción y muchas otras más. Con este manifiesto venimos recorriendo el país junto al presidente Álvaro Uribe Vélez, y lo he incluido en su integralidad para reafirmar las posiciones que presento, a la vez que en él se abordan temas adicionales a los cubiertos por las preguntas, y que responden a las necesidades sentidas de los compatriotas con los que he conversado a lo largo de estos años.


Finalmente, en la segunda parte pongo a disposición del lector una selección de algunas columnas de opinión publicadas durante el último año, y a través de las cuales comento sobre diferentes temas de la actualidad nacional, el entorno internacional, las oportunidades tecnológicas y los retos que enfrentamos como nación. Quise compartir estos textos aquí para darle un poco más de profundidad a las ideas presentadas en la primera parte.


Este ha sido un trabajo para el cual he contado con la valiosa colaboración de dos grandes amigos. Aprovecho el cierre de estas líneas, entonces, para agradecer a Francisco Miranda y a Felipe Buitrago por todo el trabajo para que estas preguntas y sus respuestas me ayudaran a reflejar fielmente una visión de país con espacio para los sueños de todos los colombianos.


Iván Duque


Ibagué, febrero 4 de 2018









Parte I
Respuestas Claras









1
El futuro está en el centro


Para los medios de comunicación y muchos colombianos el Centro Democrático es un partido de derecha. ¿Eso es cierto? ¿Qué es la derecha para usted?


El Centro Democrático se fundó como un partido de centro, dejando a un lado el debate anacrónico de izquierda y derecha. Se trata de avanzar, de ir hacia adelante, y no de caer en esas falsas dicotomías que polarizan y vician el ejercicio democrático. Nuestro programa es pragmático y sensato, y aboga por principios que garantizan un mejor futuro para los colombianos: la seguridad, la inversión, la cohesión social, el Estado austero y la participación ciudadana. El centro tampoco es un equilibrio de izquierdas y derechas que no toma partido por nada como algunos intentan caricaturizar. El centro es el equilibrio democrático por antonomasia, en el cual la seguridad se ejerce con apego a la Constitución, con respeto irrestricto por los derechos humanos. También es el equilibrio de un desarrollo empresarial en el marco de una economía de mercado, justa con los trabajadores, con crecimiento económico armonizado ambientalmente. El centro es el ejercicio de nuestras libertades individuales sin vulnerar las libertades de los demás -el mismo, “Libertad y Orden”, sabiamente consagrado en nuestro escudo.


¿Por qué apostarle al centro?


Siempre me he definido como una persona de centro. No podemos seguir viendo al mundo con la óptica divisiva y polarizadora entre extremos de izquierda o derecha. Como debates intelectuales pueden ser interesantes. Algunas aproximaciones moderadas y aterrizadas en la realidad pueden ser hasta necesarias, pues nos permiten delimitar posiciones y cuestionarnos, mantenernos honestos en la tarea de avanzar la sociedad y entregarles a nuestros ciudadanos la mejor calidad de vida posible.


La democracia y el Estado de Derecho han construido las sociedades más prósperas, pacíficas y sostenibles de la historia. El centro es una apuesta que Colombia ha hecho, generalmente con timidez, pero cuando nos hemos atrevido a entender que:


•La seguridad no es de izquierda o derecha, sino un bien público y un valor democrático necesario en una sociedad para poder ejercer nuestras libertades.


•El imperio de la ley no es de izquierda o derecha porque cumplir la ley en una sociedad democrática es vital para la defensa y pleno ejercicio de las libertades.


•El emprendimiento no es de izquierda o derecha, sencillamente una sociedad para ser exitosa requiere de iniciativa privada, competencia, generación de nuevas empresas y expansión de las existentes para generar empleos de calidad y bienestar social.


•La política social no es de izquierda o derecha, una sociedad necesita que el Estado brinde oportunidades reales para el progreso individual y para ello es fundamental contar con agendas en materia de educación, salud, empleo y seguridad social que provean a la sociedad mecanismos para cerrar brechas y crear oportunidades.


•Cuando nos atrevemos a pasar la página de esas discusiones anacrónicas entre izquierda y derecha, es cuando nos concentramos en la calidad de las políticas públicas para construir la Colombia del futuro, en el marco de la que defino como la ecuación del bienestar:


LEGALIDAD + EMPRENDIMIENTO = EQUIDAD


Así fue como entre 2002 y 2010, bajo el liderazgo del presidente Uribe, se redujo drásticamente la pobreza y dimos cabida a una clase media fortalecida y dos veces su tamaño inicial. Este es el mayor logro de prosperidad en la historia de Colombia, y fue posible sin derroches, sin endeudamiento externo, sin populismos ni divisiones.


Iván Duque no es el único aspirante presidencial que busca interpretar a los ciudadanos del centro ideológico. ¿Qué diferencia su propuesta centrista?


De entrada, para mí, el centro se trata de avanzar con equilibrio y con seguridad. Esto significa tomar partido por los principios y valores en los que creo y bajo los cuales vivo, diferenciándolos de sus expresiones extremas. Muchas personas que se dicen de centro se limitan a evitar tomar posiciones; eso no es ser de centro, sino tener afán por agradar. Una cosa es el respeto por posiciones contrarias, otra muy diferente es no representar las propias con convicción.


Nuestra Constitución define a Colombia como un Estado Social de Derecho, es decir, como un país donde la legalidad y el orden económico deben tener como objetivo el mejoramiento continuo de las condiciones sociales. Es por esto que mi visión para Colombia, desarrollando la ecuación del bienestar (LEGALIDAD + EMPRENDIMIENTO = EQUIDAD), está respaldada por una agenda de propuestas concretas, financiables y ejecutables que son la base de nuestro plan de gobierno.


En este sentido, mi propósito es enfrentar con efectividad el crimen organizado, la corrupción, el terrorismo y la impunidad: esto es la legalidad. Le sumamos el emprendimiento, que significa dinamizar la iniciativa privada con un Estado más liviano y eficiente, sobre la base de un sistema tributario y un entorno regulatorio simplificado, para estimular la creación, la expansión y la consolidación de empresas. De esta suma se deriva la equidad de generar empleo formal de calidad, y brindar servicios de salud y educación eficientes para toda la población, especialmente para los más vulnerables.


Por varios años los colombianos han vivido un ambiente político polarizado y de profundas divisiones. ¿Su propuesta centrista tenderá puentes de unión?


Siempre he creído que los buenos gobernantes deben unir los países en torno a grandes propósitos. El peor error del actual gobierno fue dividir, con fines electorales, a los colombianos entre “amigos” y “enemigos” de la paz. Los únicos enemigos de la paz han sido los que con violencia han intimidado y flagelado al país y, por lo tanto, se perdió la oportunidad de unir a Colombia en la construcción de una paz creíble y sin impunidad. Fue una vergüenza y un desafío a la sociedad que se hubiera desconocido y desperdiciado el resultado del Plebiscito del 2 de octubre de 2016, donde ganó el NO para hacer enmiendas profundas a los acuerdos y unir a Colombia en unos términos razonables de justicia, verdad y reparación.


Yo quiero unir a Colombia en propósitos comunes pensando en el futuro del país. Necesitamos aceptar que hay diferencias ideológicas en muchos temas: debatámoslas con respeto. Pero al mismo tiempo es urgente construir una agenda nacional de reformas en justicia, economía, pensiones, energía y medio ambiente, que puedan ser, como diría Álvaro Gómez Hurtado, un “acuerdo sobre lo fundamental”. Desde una óptica de centro podemos generar esos consensos de mediano y largo plazo.









2
Legalidad


2.1 Seguridad


¿Cuál es el papel de la política de seguridad dentro de cualquier gobierno en Colombia?


La seguridad es el bien público esencial sobre el cual se construyen las libertades que nos garantiza la Constitución a todos los colombianos. Si bien seguridad no es sinónimo de autoritarismo, es cierto que la existencia de un aparato de seguridad robusto y la disposición para emplearlo son esenciales para que la autoridad sea efectiva, de manera que los delincuentes sepan que no pueden abusar de los derechos de los más débiles con impunidad. El ejercicio responsable de la autoridad es crítico para el desarrollo y sostenimiento de la legitimidad del Estado de Derecho, y la relación entre las instituciones de éste y la ciudadanía.


La seguridad es, en esencia, la base firme sobre la cual se construye el Estado de Derecho. Es por esto que cuando la seguridad falla, la democracia tambalea y la sociedad se hace presa de los espejismos populistas que no son otra cosa que un salto al vacío desde un despeñadero. Una tragedia asegurada.


El papel de la seguridad es, entonces, la preservación de la democracia y las libertades.


Para muchos colombianos la seguridad es un concepto asociado a la fuerza, la opresión y el abuso. ¿Por qué es importante que un gobierno ejerza la seguridad?


La seguridad jamás puede ser vista como opresión o autoritarismo. La seguridad es un bien público y un valor democrático indispensable para ejercer las libertades. Sin seguridad no es posible desarrollar una empresa, transitar libremente por las calles, expresarse, asociarse o sencillamente opinar. Y para que la seguridad sea verdaderamente efectiva necesita ir de la mano con la justicia, por eso yo hablo de legalidad como base de la transformación de Colombia. La seguridad y la justicia en un matrimonio perfecto nos brindan el camino hacia la legalidad y por ende hacia la paz, entendiendo la paz como el imperio de la ley sobre cualquier forma de criminalidad. Solo un país que tiene una cultura de legalidad logra transitar hacia el desarrollo, porque la legalidad implica que el criminal tenga claro que el que la hace la paga.


Yo sueño con una Colombia donde la cultura de legalidad parta de la mentalidad ciudadana de cumplir la ley, y de un aparato judicial y de seguridad que garantice la aplicación de sanciones efectivas que no distinga de posición social o económica: ante la ley todos los ciudadanos somos iguales, y ese es mi compromiso con los colombianos.


Como candidato del partido Centro Democrático, ¿buscará en su gobierno reeditar la política de Seguridad Democrática del gobierno de Álvaro Uribe? ¿Qué le ajustaría o adaptaría?


La política de Seguridad Democrática le devolvió la esperanza a Colombia. Logró reducir los homicidios en más de un 50 por ciento, los secuestros en más de un 90 por ciento, los ataques terroristas en más de un 85 por ciento y permitió que los colombianos nos volviéramos a sentir seguros viajando por las carreteras, además de sentir por primera vez en décadas que había un Estado dispuesto a responder y actuar proactivamente ante el crimen organizado.


Colombia necesita recuperar elementos abandonados de la política de Seguridad Democrática y actualizar otros a nuestra realidad actual. Estoy convencido que es urgente recuperar los Consejos Semanales de Seguridad, liderados por el Presidente de la República, para generar ese diálogo entre la ciudadanía y la Fuerza Pública que permita identificar amenazas y actuar con rapidez frente a ellas. De igual manera creo que es vital restablecer la red ciudadana de cooperantes con las autoridades y la política de recompensas. Si los criminales sienten que están siendo observados y que no tienen un solo lugar seguro, sus estructuras se debilitan y es más efectiva la labor de los cuerpos de seguridad.


Hoy la agenda que pondremos en marcha es muy clara. Necesitamos fortalecer la capacidad de reacción rápida de las Fuerzas Militares y de Policía y para ello vamos a modernizar las fuerzas de tarea, de tal manera que tengamos un control territorial efectivo con capacidad disuasiva y ofensiva frente a cualquier forma de crimen organizado. Esta primera parte debe ir acompañada de reforzar el control fronterizo con el uso de tecnologías, de reordenar los aparatos de inteligencia para tener una cooperación más efectiva y de mejorar la dotación de recursos humanos y técnicos en todo el territorio. La reducción de 70% en el presupuesto de inteligencia es inexplicable, sobre todo, ante el costo en vidas de civiles y militares que esto nos representa.


Por supuesto la estrategia de seguridad demanda que le demos un peso muy grande a la seguridad ciudadana. Vamos a trabajar con la tecnología para facilitar la denuncia electrónica, georreferenciar el delito, consolidar la inteligencia y la cooperación ciudadana para infiltrar y desmantelar estructuras criminales. Emplearemos herramientas de Big Data, Inteligencia Artificial e Internet de las Cosas, entre otras, para potenciar nuestra capacidad de anticipar y responder con contundencia frente a actos criminales. Tendremos cero tolerancia con el microtráfico, la extorsión y las fronteras invisibles. Así como el Estado tiene el deber de garantizar la seguridad en todo lugar, no puede tener zonas vedadas para accionar en contra de los delincuentes.


Nuestra agenda de seguridad también implica recuperar la moral de la Fuerza Pública. Y para ello voy a trabajar a partir de dos ejes:


•Primero, voy a promover una verdadera justicia penal militar, profesional, especializada y firme que permita investigar a los miembros de las Fuerzas Militares con conocimiento de sus circunstancias de tiempo, modo y acción operacional. Esa justicia debe ser ejemplar en las sanciones, cuando corresponda, y ser transparente en sus valoraciones técnicas. Esta medida implica que los miembros de los cuerpos de seguridad se puedan defender en libertad, cuando son investigados por actos del servicio y no estar privados indefinidamente de la libertad; como militares también tendrán derecho a la presunción de inocencia. Es un gesto de justicia democrática elemental con quienes están dispuestos a dar la vida por nuestras libertades.


•Segundo, Colombia necesita una inexplicablemente inexistente “Ley del Veterano”. Quienes hayan portado el uniforme merecen un marco de reconocimiento para asegurar la calidad de los servicios que se le prestan (salud, vivienda, educación continuada, etc.), y la sociedad debe distinguir y reconocerles el acceso preferencial a algunos bienes y servicios, con la deferencia que merecen por su servicio. Estos reconocimientos, que van desde descuentos hasta acceso a filas rápidas y mejor servicio al cliente, son una forma en que la sociedad les dice a nuestros héroes gracias. Las mejores democracias lo tienen y Colombia será una de ellas.


¿Cumplirá el Acuerdo de Paz con las Farc? ¿Renegociará algunos puntos de ese Acuerdo o lo “hará trizas”?


Siempre he dicho, “ni trizas, ni risas”. ¿Esto qué quiere decir? En la campaña del NO, donde fui uno de los voceros, siempre dijimos que había que hacer unas modificaciones estructurales a los acuerdos para evitar que la impunidad afectara el Estado de Derecho y que, por otro lado, es vital lograr el desarme, la desmovilización y la reinserción de las FARC.


Los acuerdos tal como están generan impunidad y abren el camino a un debilitamiento del Estado de Derecho y, por lo tanto, necesitan modificaciones importantes. El mandato popular del 2 de octubre del 2016 para modificar los acuerdos fue burlado por el Gobierno Santos. Nos hicieron conejo. Hoy tenemos que adelantar las modificaciones necesarias para evitar la impunidad y los incentivos al narcotráfico. ¿Cuáles modificaciones propongo?:


•Primero, el narcotráfico no puede ser considerado un delito conexo al delito político y por ende amnistiable si se comete para “financiar, promover y ocultar la rebelión” porque es un pésimo precedente.


•Segundo, la erradicación y sustitución de cultivos ilícitos no puede ser voluntaria sino obligatoria.


•Tercero, armas escondidas y dineros escondidos que no fueron entregados para su destrucción o la reparación de víctimas debe implicar que los cabecillas, que negociaron en nombre de una organización monolítica con mando organizado, pierdan todos los beneficios penales sobre la base de haber engañado al país.


•Cuarto, no se puede permitir participación política de criminales de lesa humanidad y de autores de delitos graves, mucho menos sin cumplir una pena proporcional y efectiva, decir toda la verdad y reparar a las víctimas.


Se trata, además de ser justos con el deseo de los colombianos que votamos NO el 2 de octubre de 2017, con estar a la altura de los estándares internacionales con los que nos comprometimos al firmar y ratificar el Estatuto de Roma.


¿El Acuerdo de Paz con las Farc trajo el fin del conflicto armado en Colombia? ¿Qué hacer con las disidencias de esa guerrilla?


Ha pasado más de un año desde la firma del “Acuerdo del Teatro Colón”, donde se desconoció el mandato popular del 2 de octubre del 2016. Mientras tanto, Colombia ha visto:


•Expandir los cultivos ilícitos.


•Una entrega incompleta de las armas de las FARC – Menos de la mitad de las armas anunciadas por Santos fueron certificadas por la ONU.


•Una desmovilización a medias (empezaron en 1.000 y ya van en 2.000 los miembros estimados oficialmente en las mal llamadas disidencias).


Y, ¿qué no hemos visto los colombianos? El rompimiento de innumerables promesas de la campaña del SÍ. Entre otras:


•No se han entregado las rutas del narcotráfico, ni los socios, ni las redes de lavado de activos, ni los corredores logísticos empleados por esa organización a fin de desmantelar esas estructuras financieras de crimen.


•Tampoco se ha entregado información completa sobre los bienes de las FARC para reparar a las víctimas (eso sí, muy juiciosamente las FARC entregaron una lista que, si no fuera una humillación a las víctimas, hasta sería graciosa).


•No hay información veraz sobre los niños reclutados y sobre los centenares de secuestrados reclamados hace años por las organizaciones de víctimas de las FARC y que seguramente fueron asesinados. Esta realidad nos tiene que preocupar a todos los colombianos porque la impunidad nos conducirá a nuevas formas de violencia.


¿Y entonces? Bienvenido el desarme, la desmovilización y la reinserción efectiva, sin reincidencia. Con garantías y generosidad, pero sin impunidad, con verdad, con justicia y con reparación.


Frente a las disidencias: todo el peso de la ley. Obraremos con toda la capacidad ofensiva y disuasiva del Estado, además de aplicar de manera efectiva las sanciones judiciales a nuestra disposición.


¿El gobierno colombiano debe continuar sentado en la mesa de negociaciones con la guerrilla del ELN?


Siempre he considerado un error que el Estado dialogue en medio de las balas. Eso fue, es y será siempre un error, porque legitima la violencia como medio de “negociación” con el Estado. Yo buscaré siempre la desmovilización, el desarme y la reinserción de los grupos armados ilegales, pero sobre la base de verdad, justicia y reparación. Eso implica que en aras de ese propósito puede haber reducciones sustanciales de penas como mecanismo transicional, pero no la ausencia de pena proporcional y efectiva. En ese sentido al ELN se le debe dar un mensaje claro, el Estado permite su desarme, desmovilización y reinserción, dentro de un proceso donde haya:


•Cesación de todas las actividades criminales.


•Concentración previa con monitoreo internacional y un tiempo perentorio para proceder con una agenda clara de verdad, justicia y reparación.


De lo contrario el Estado los enfrentará con toda su capacidad ofensiva y disuasiva, y continuará estimulando la desmovilización individual de sus estructuras. Colombia no puede seguir bajo la presión de los grupos armados ilegales donde ellos con su violencia ganan espacio para imponer condiciones de impunidad y manipular el marco institucional de la nación.


¿Cuál o cuáles serán las mayores amenazas a la seguridad nacional en los próximos cuatro años?


Las amenazas están latentes y claras. El terrorismo basado en negocios ilegales donde el comercio ilegal de drogas es el eje central, y de ahí se derivan toda suerte de grupos armados ilegales: las bandas criminales, las mal llamadas “disidencias” de las FARC (son FARC, no se dejen confundir), el ELN, etc. También se nutren de la minería ilegal, la extorsión y el contrabando, etc. Lo grave frente a estos retos es que en los acuerdos con las FARC se dejó el narcotráfico como un delito conexo al delito político y por ende amnistiable si es para “financiar, promover y ocultar la rebelión”. Como si fuera poco, se dejó planteado que la erradicación y la sustitución de cultivos ilícitos es voluntaria y no obligatoria. Como si lo anterior no fuera absurdo en sí mismo, el Gobierno Santos acompaña estos graves errores con la suspensión de la aspersión aérea y la desmoralización de la Fuerza Pública. El resultado no puede ser sorprendente: el área sembrada de cultivos ilícitos se ha expandido hasta el punto de ser mayor o similar a la que tenía Colombia antes del Plan Colombia, por encima de las 180 mil hectáreas. Esto es un gran retroceso que afecta la seguridad nacional y pone en riesgo avances que le han costado a los colombianos enormes sacrificios humanos y materiales. Por eso, enfrentar con determinación el narcotráfico, empezando por el microtráfico, con una agenda integral es vital.


Me la voy a jugar toda para que el narcotráfico quede definido en la Constitución como un delito no amnistiable ni conexo al delito político. La erradicación y la sustitución serán obligatorias y no voluntarias, y, por supuesto, tendremos una agenda decididamente ofensiva y disuasiva frente a todos los grupos armados ilegales involucrados en las cadenas ilícitas en el país. El Estado necesita recuperar el sentido de autoridad, y para ello tendremos una Fuerza Pública motivada, con capacidad operativa mejorada y con un marco jurídico moderno que le permita ser cada vez más efectiva frente al crimen organizado.


2.2 Justicia


¿Qué opina del punto sobre Justicia del Acuerdo de Paz con las Farc? ¿Se hará Justicia con la Justicia Especial de Paz (JEP)?


La JEP es un monumento a la impunidad. ¿Por qué? Por la sencilla razón que no contempla penas proporcionales y efectivas para los máximos responsables de delitos de lesa humanidad. Si este tipo de criminales “dicen toda la verdad” no tendrán cárcel, asumiendo como lo dice la propia reglamentación de la JEP, que “decir toda la verdad” no implica la aceptación de ninguna responsabilidad. Este tipo de situaciones son una burla a la justicia. Y, peor aún, es una humillación a las víctimas. Colombia es parte del Estatuto de Roma, por lo cual tenemos responsabilidades internacionales irrenunciables para actuar frente a este tipo de delitos graves y asegurarnos de que no queden en la impunidad.


Yo no me opongo a que exista una justicia transicional para los grupos armados ilegales, y la transicionalidad puede basarse en una reducción sustancial de la pena para facilitar el desarme, la desmovilización y la reinserción, pero no la ausencia de penas proporcionales y efectivas.


La JEP, además, permite el sinsentido de validar la elegibilidad política de autores de graves delitos y de personas condenadas por los mismos sin haber cumplido sus penas, reparado a las víctimas y dicho toda la verdad. Esto demuestra el espíritu de impunidad contenido en los acuerdos. Una justicia así no es justicia, sino una afrenta a la legalidad, al Estado de Derecho y a las víctimas.


¿Y la Justicia para el resto de colombianos? ¿Ni para los de ruana?


Ahí radica el problema de ser permisivos con el crimen. Colombia prohíbe en la Constitución que personas que cometen delitos y que hayan sido condenados por los mismos puedan aspirar a cargos de representación política. Además, el propio Congreso, al comienzo del gobierno Santos en un Acto Legislativo, dejó claro que los criminales de lesa humanidad no podrán tener elegibilidad política. Luego por presiones de las FARC se relativiza la justicia, permitiéndoles a los cabecillas de esa organización la elegibilidad en contra de nuestra Constitución, sin pagar penas, sin reparar y sin decir toda la verdad, ni siquiera aceptando responsabilidades. Eso da un mal ejemplo porque muestra que los criminales “poderosos” acomodan la justicia a su conveniencia y que existe otra justicia para el resto de los colombianos.


Siempre he creído que el gran error histórico de nuestro país en materia de justicia ha sido la permisividad y la tolerancia con los peores criminales. Desde niño he visto cómo a los grupos terroristas siempre se les adecuaron procesos de paz para atenuar sus penas, amnistiarles o indultarles. Inclusive recuerdo cómo a los carteles de la droga se le confeccionaron los decretos de “sometimiento a la justicia” con su propia influencia en los años 90. Defender la legalidad es pasar la página de esa tolerancia con el crimen y que en Colombia, de una vez por todas, se le diga al criminal: ser pillo no paga.


La paz verdadera es el imperio de la ley y la justicia. La justicia debe ser para todos por igual, sin relativismos. Solo una sociedad que respeta la ley y que cuenta con un aparato estatal que haga cumplir las leyes sin favoritismos construye el camino al desarrollo sostenible. Mientras al criminal se le den tratamientos privilegiados ante la justicia, se crearán incentivos para que la violencia sea una forma de ganar privilegios, y los ciudadanos de bien pierdan la confianza que construye un mejor país para todos.


¿Cinco ideas principales para reformar de una vez por todas la administración de Justicia en Colombia?


Para mí, la reforma a la justicia debe tener dos conceptos: la administración de justicia y la administración judicial. Colombia requiere una reforma profunda que aborde estas dos visiones. ¿De qué manera?


•Reconociendo que ningún sistema de justicia es mejor que la calidad de sus jueces: Colombia necesita tener una política clara de reclutamiento de talento para la carrera judicial, y que eso nos permita buscar a los mejores egresados de las facultades de derecho del país, motivándolos a entrar en la administración de justicia. Esta medida tiene como premisa que los sueldos de entrada al sistema sean competitivos.


•Establecer un elemento central: que nadie pueda llegar a una Alta Corte sin haber estado al menos 5 años en la rama judicial.


•Premiar, basados en desempeño los miembros de la Rama: con incentivos y planes especiales para formarse en maestrías y especializaciones, y así poder retener y proyectar una mejora constante del talento judicial que necesita Colombia.


•Estimular el arraigo judicial de los jueces: introduciendo una gerencia para los circuitos judiciales, que haga más eficiente la administración y reduzca la mora procesal. Fortalecer las primeras y segundas instancias y dejar a las Altas Cortes como unificadores jurisprudenciales, estimular los mecanismos alternativos de resolución de conflictos, desarrollar el expediente electrónico y racionalizar la tutela para que cumpla su propósito, sin estimular una especie de justicia paralela que desvía los procesos de sus respectivas jurisdicciones.


•Consolidar las Altas Cortes en un solo Gran Tribunal con distintas salas: acompañado de un proceso muy riguroso de selección de los magistrados con personas de reconocida experiencia y probidad, además de trayectoria en la rama judicial.


Estas reformas permiten tener una justicia más eficaz, cercana al ciudadano, con mejor talento y con un sistema administrativo eficiente.


2.3 Narcotráfico


El narcotráfico ha cambiado en los últimos años. ¿Debe cambiar la forma en que el Estado colombiano lo está combatiendo?


El narcotráfico es una amenaza existencial que debe abordarse con una política integral. Colombia necesita enfrentar los cultivos ilícitos con erradicación, sustitución y desarrollo alternativo, y, por supuesto, es vital ejercer una gran diplomacia internacional para que exista mayor control sobre el comercio de precursores químicos; que se conozcan bien las órdenes de solicitud y despacho y así reducir al mínimo lo que llega a los laboratorios. Necesitamos utilizar mejor la tecnología para la identificación de laboratorios y proceder de manera proactiva a su desmantelamiento. La integralidad requiere fortalecer los mecanismos de interdicción marítima, terrestre y aérea, y contar con un aparato de inteligencia efectivo para detectar y desarticular las redes logísticas y de lavado de activos en toda Colombia y en el mundo. Además, es necesario acelerar el proceso de extinción de dominio. Por supuesto en las calles hay que enfrentar y sancionar a los “jíbaros” con el apoyo y la denuncia ciudadana, y avanzar de manera decidida en campañas de prevención desde la familia y el colegio. Estos elementos deben ir unidos a la prohibición de la dosis mínima, apelando a sanciones administrativas y aplicar mecanismos efectivos de atención a los adictos.


Es una lástima que, en los últimos años, luego de los excelentes resultados en erradicación, se hubiera presentado un crecimiento tan drástico de los cultivos ilícitos. Dejar que el narcotráfico siga creciendo en el país es una gran amenaza a la seguridad nacional, a la democracia y a la integridad de nuestros hogares: ¡No lo podemos permitir!


¿Cómo será su abordaje a los cultivos ilícitos?


Colombia necesita hacer frente a los cultivos ilícitos con aspersión aérea, erradicación, sustitución y desarrollo alternativo bien concebidos, con medidas sostenidas en el tiempo. Si bien la erradicación y la sustitución deben ser obligatorias y no voluntarias, como se ha pretendido en los acuerdos Santos-Timochenko, es necesario darle alternativas viables a los campesinos para que no caigan en la tentación criminal. Los programas de protección de la biodiversidad y cultivo de nuevos productos agrícolas como el Sacha-Inchi, pensados para que los cultivos lícitos sean una opción al campesino, son prioritarios en la agenda que queremos para Colombia.


¿La dosis personal de droga es una cuestión de narcotráfico o de libre desarrollo de la personalidad?


Creo que se necesita coherencia y si está prohibida la venta debe estar prohibida la compra. La dosis mínima se debe prohibir. Debemos aplicar sanciones administrativas a los compradores y cárcel a los jíbaros. El consumidor no puede considerarse un criminal y, por lo tanto, hay que multarlo, pero al distribuidor y al vendedor lo debemos sancionar ejemplarmente.


En Colombia el consumo está creciendo con mucha velocidad y el microtráfico se ha convertido en una amenaza para centenares de municipios y miles de familias de bajos ingresos, sin la posibilidad de enfrentar económica y psicológicamente la adicción de un ser querido. Los menores de edad son usados sistemáticamente como distribuidores y como consumidores, y quedan atrapados en estas redes criminales. Tenemos que entender la gravedad del problema desde una perspectiva social y tomar decisiones, acompañadas de una gran pedagogía social sobre las consecuencias de la droga.


Si bien tendremos cero tolerancia con el tráfico, también estableceremos asistencia apropiada para tratar a los adictos, de manera que a la vez que atacamos los traficantes, recuperaremos a nuestros jóvenes para la sociedad.


2.4 Plebiscito


El NO ganó el plebiscito de paz celebrado el 2 de octubre de 2016. ¿El presidente Juan Manuel Santos le hizo “conejo” al NO? ¿Fueron engañados los colombianos que negaron el Acuerdo de Paz?


Las elecciones del Plebiscito fueron las más desiguales de nuestra historia. Entre las acciones irregulares del gobierno se incluyen:


•Modificó los umbrales de ley.


•No permitió el financiamiento público de las campañas.


•Permitió el uso ilimitado de la publicidad Estatal.


•Invirtió recursos públicos en una gran movilización mediática mimetizada de “pedagogía”.


•Permitió a los funcionarios públicos hacer campaña.


•Mintió insinuando que si ganaba el NO la violencia se arreciaría: “habrá guerra urbana”, dijo Santos al país.


A pesar de todas estas adversidades, otras voces optamos por el NO para que se pudiera hacer modificaciones estructurales a los acuerdos, bajo el principio de paz sin impunidad.


El NO salió victorioso en una campaña de ideas, debates profundos y una amplia pedagogía en redes sociales contra todas las dificultades posibles. El gobierno decidió ignorar las solicitudes razonables de modificación para luego proceder con una refrendación parlamentaria que desconoció el mandato popular expresado en las urnas.


Santos le hizo conejo a la voluntad soberana expresada en las urnas, y como consecuencia hoy el país vive todo lo que advertimos en la campaña del Plebiscito:


•Varios cabecillas son candidatos a la Presidencia y el Congreso sin haber cumplido penas, reparado víctimas y dicho toda la verdad.


•El narcotráfico se institucionalizó como un delito conexo al delito político si se utiliza para financiar, promover y ocultar la “rebelión”.


•La erradicación y sustitución de cultivos ilícitos quedó voluntaria, y la superficie cultivada se disparó con sus efectos depredadores con el ambiente y con las comunidades.


•Se creó una “Justicia Especial” que evita la pena carcelaria a quien “diga toda la verdad”, bajo la premisa que decir toda la verdad no requiere la aceptación de culpas.


Todo este marco de impunidad evidencia que el “conejo” que se le hizo a la democracia y a quienes votaron NO, también se le hizo a quienes votaron SÍ engañados, creyendo que los cabecillas cumplirían sus penas antes de participar en política, que la justicia sería efectiva, que las víctimas serían reparadas y que el derecho penal internacional sería respetado.


¿Son las elecciones de 2018 una nueva oportunidad para que los votantes del NO sean escuchados?


Creo que las elecciones del 2018 son una oportunidad para pasar la página de un gobierno que ha atentado gravemente contra el ordenamiento democrático que tantos sacrificios nos ha costado consolidar, entre otras:


•Desconoció un mandato popular: entendamos que, por el bien del país, debemos hacerle modificaciones estructurales a unos acuerdos que están afectando el orden institucional y creando un peligroso marco de impunidad.


•Desató una oleada de despilfarro sin precedentes en la historia de Colombia.


•Derrochó 60 billones de pesos de ingresos petroleros extraordinarios, sin que nadie pueda ver cambios significativos en la calidad de vida de los colombianos.


•Demeritó el papel de la Fuerza Pública y desmoralizó a sus integrantes, poniéndoles en el mismo nivel que los terroristas que han secuestrado, asesinado, reclutado menores y destruido el medio ambiente de manera sistemática.


Es hora de unir a Colombia en la defensa de la legalidad.


2.5 Corrupción


¿La corrupción en Colombia ha aumentado en los últimos años? ¿Por qué?


La corrupción ha venido creciendo en Colombia porque se ha sido permisivo con ella. Cuando se acepta que los políticos metan la mano en la contratación, gestionen intereses ante el Estado y se confabulen con contratistas, cambiando sus votos en el Congreso, asambleas y consejos por puestos y contratos, estamos siendo permisivos con la corrupción. Es hora de enfrentarla con determinación y con medidas puntuales y efectivas. Además, estoy convencido que el exceso de discrecionalidad en la toma de muchas decisiones que hacen parte de una larga cadena burocrática y los monopolios de información en muchas entidades se prestan para que se creen grandes riesgos de corrupción. Un Estado con transparencia en la información, apelando cada vez más a la tecnología (por ejemplo, aprovechando el Blockchain para proteger la integridad de los documentos y blindarlos de los corruptos), la eficiencia y la eliminación de trámites innecesarios empieza a derrotar la corrupción.


Todos los políticos prometen combatir la corrupción. ¿Cuál es su propuesta y por qué confía en que es mejor que lo prometido por otros políticos?


Hay muchos políticos que hablan contra la corrupción, pero terminan contemporizando con un sistema corrupto, viviendo en medio de él o sencillamente mirando para el otro lado. Creo que en Colombia se han presentado buenas ideas desde hace mucho tiempo, pero no pasan de proyectos de ley, buenas ponencias o debates, estudios o libros, y nunca en reformas efectivas.


Estoy convencido de que tenemos que empezar por empoderar al ciudadano para denunciar con líneas telefónicas, redes sociales, mecanismos presenciales, etc., para que los corruptos sepan que toda la sociedad los está mirando. Claro está, con instrumentos de verificación idóneos sobre la credibilidad de la denuncia. Esas denuncias se deben analizar en cooperación con los organismos de control para detectar y haciendo uso de herramientas digitales como el Big Data, para infiltrar, denunciar y juzgar de manera rápida a los corruptos. De hecho, estoy comprometido con presentar una “ley de extinción de dominio exprés” para que la justicia pueda quitarles de manera acelerada todo el patrimonio mal habido a los corruptos.


La lucha contra la corrupción también requiere que no se apliquen beneficios de casa por cárcel o reducción de penas a los corruptos, y que empresa que corrompa un funcionario, ni la empresa, ni sus dueños, ni sus gestores puedan volver a contratar con el Estado. Es vital que pongamos fin a los abusos de la contratación directa. Que desmantelemos carteles de únicos proponentes. Que desenmascaremos muchos abusos que se están presentando en el manejo de los Planes de Ordenamiento Territorial. Y que, de una vez por todas, avancemos en el desmonte de la mermelada en el presupuesto mediante transparencia en la deliberación pública, con un presupuesto sin partidas globales.


En cuanto a la política es necesario que las listas cerradas operen para todos los partidos, que las campañas sean financiadas por el Estado con el mismo monto para todos los partidos, que se limiten los periodos en los cuerpos colegiados de elección popular, y que se establezcan requisitos para ser elegido congresista.


También soy un convencido de que debemos recuperar la formación en valores dentro de nuestro sistema educativo. Quiero promover el retorno de las clases de cívica y urbanidad para que, como complemento al hogar, formemos en ética a nuestros ciudadanos.


2.6 Instituciones independientes


La independencia de los poderes públicos es un chiste en Colombia. Ejecutivo, Legislativo y Cortes mantienen relaciones clientelistas que les han hecho perder la confianza y la credibilidad de los ciudadanos. ¿Qué hacer para romper esos círculos viciosos y tan poderosos?


Lo peor que le puede pasar a una democracia es perder la independencia de poderes. Si las instituciones son cooptadas por clientelismo o contratos terminan siendo presas de la corrupción y la coacción por parte de quien controla la ejecución del presupuesto. Colombia necesita que haya total transparencia en las reuniones de funcionarios de las distintas ramas del poder público mediante un sistema de reporte administrativo. Así será público cuántas veces y para qué se reúnen los funcionarios.


Colombia también necesita regular el lobby o el cabildeo para que se defienda la independencia de poderes frente a los grupos de interés en la sociedad. Los lobistas deben tener un código de ética, y las relaciones de los funcionarios con ellos deben estar limitadas por un estricto marco de transparencia. De igual manera debemos llegar a que todos los superintendentes tengan un período fijo, para que estén protegidos ante las presiones de grupos poderosos por las decisiones que adopten.


Uno de los temas que poco se abordan en estas materias tiene que ver con los miembros de las Juntas Directivas de las entidades del Estado. Estoy comprometido con promover una política de Estado en esta materia, y que se definan perfiles y competencias para cada entidad, haciendo públicas las hojas de vida y perfiles profesionales. Una profesionalización de las juntas directivas contribuye a la eficiencia y mejor gestión del Estado.


Ha llegado la hora para que de una vez por todas pongamos fin a la feria de nombramientos entre entidades con poder de nominación y elección. Las facultades electorales de las Cortes deben desaparecer y el proceso de elección de funcionarios por parte del Congreso debe tener un reglamento estricto.


¿Por qué al colombiano del común le debe preocupar que las instituciones públicas mantengan su independencia?


La independencia de poderes es la base de una democracia creíble y sostenible. Si los poderes públicos se presionan o chantajean entre sí, nos encontramos ante la institucionalización de la corrupción. Estoy convencido de fortalecer el proceso presupuestal para acabar con la “mermelada”, entendida como las dádivas del ejecutivo a cambio de los respaldos en el Congreso. Todas las partidas presupuestales deben estar abiertas al escrutinio del público, y se debe garantizar un debate transparente para que los miembros del Parlamento puedan exponer sus solicitudes de iniciativas y proyectos ante los ojos del país, todo con base en criterios técnicos rigurosos. Dichas iniciativas deben ser debatidas y votadas en el propio Congreso, de frente al país.


Las propuestas


Seguridad y justicia


1.Fortaleceremos la capacidad de reacción rápida y efectiva de las Fuerzas Militares y de Policía.


2. Modernizaremos las fuerzas de tarea para el control territorial en profundidad, para enfrentar las amenazas asimétricas existentes, como el ELN, el narcotráfico, las bacrim, y otras amenazas emergentes como las disidencias de las Farc.


3.Prohibiremos en la Constitución la existencia del narcotráfico como delito político conexo. El narcotráfico no podrá ser un delito amnistiable en Colombia.


4.Estableceremos la obligatoriedad de la erradicación y sustitución de cultivos ilícitos. No será voluntaria, será obligatoria.


5.Reforzaremos el control de fronteras y zonas críticas con el uso extensivo de monitoreo electrónico y satelital.


6.Es necesario integrar y reordenar los aparatos de inteligencia sobre la base de la cooperación ciudadana y el uso de tecnologías de punta.


7.Construiremos y reconstruiremos infraestructura en lugares remotos y aislados con batallones de ingenieros fortalecidos.


8.Iniciaremos una campaña internacional para la transparencia en el comercio de precursores químicos utilizados ilegalmente para el narcotráfico.


9.Redoblaremos la cooperación y las acciones contra el lavado de activos para acelerar la extinción de dominio sobre activos obtenidos ilícitamente, incluyendo todo aquello que las Farc intenten ocultar.


10. Restauraremos el honor y la moral militar con:


•Seguridad jurídica mediante el fortalecimiento e independencia de la Justicia Penal Militar.


•Capacitación universal y de calidad en Derechos Humanos, con base en las mejores prácticas internacionales, para una relación armoniosa con la sociedad.


•Beneficios, apoyo y reconocimientos especiales para uniformados y reservas, por su servicios y compromiso con la paz y la seguridad de la sociedad.


11.Articularemos un sistema de denuncias y seguimiento modernizado y fortalecido con herramientas de Big Data y sistemas de monitoreo electrónico de última generación, para potenciar la efectividad de las autoridades.


12.Erradicaremos las zonas de miedo y tolerancia en las ciudades, dotándolas con más autoridad, tecnología, infraestructura, iluminación y apoyo social a las comunidades, para poner fin a los escondites, las excusas y el micro-tráfico, hoy uno de los mayores problemas de Colombia. Vamos a prohibir la dosis personal, para encarcelar al jíbaro y para tomar medidas administrativas que nos permitan tratar y apoyar a los consumidores.


13.Buscaremos atraer y mantener el mejor talento para la rama de la justicia con incentivos y reducción de brechas salariales, y con requisitos de permanencia mínima (no menos de 5 años para aspirar a las Altas Cortes), independencia, reconocimientos y asensos basados en la meritocracia, restaurando la mística de servicio, elevando la calidad de jueces, justicia y transparencia, y acabando con las puertas giratorias y los carruseles en las Altas Cortes.


14.Realizaremos la digitalización, automatización de procesos y simplificación de la Rama Judicial, para descongestionar con celeridad y transparencia. Para ello:


•Fortaleceremos las primeras y segundas instancias


•Crearemos las gerencias de los circuitos judiciales para introducir eficiencias y reducir significativamente la mora judicial.


•Afianzaremos el arraigo judicial de los jueces.


•Mejoraremos la evaluación de los jueces según la calidad de sus providencias


15.Unificaremos lineamientos y criterios para la jurisprudencia de las Altas Cortes, simplificando procesos, generando seguridad jurídica y aumentando la confianza en el sistema judicial.


16.Fortaleceremos mecanismos alternos como la conciliación y el arbitraje, para resolver y desactivar los conflictos que congestionan el sistema judicial.
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